
Amparo en revisión 22/2017. 6 de julio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Barajas 
Villa. Secretario: Samuel Olvera López.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016727

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Libro 53, Abril de 2018, Tomo III Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: XXII.P.A.17 P (10a.)

Página: 1990

DERECHO HUMANO DEL SENTENCIADO A PURGAR LA PENA DE PRISIÓN IMPUESTA EN 
EL CENTRO PENITENCIARIO MÁS CERCANO A SU DOMICILIO. NO SE VULNERA 
CUANDO EL AMPARO SE CONCEDE PARA QUE SEA EL JUEZ DE EJECUCIÓN QUIEN 
DECIDA SU DEVOLUCIÓN MATERIAL AL LUGAR DE RECLUSIÓN ORIGINAL, ANTE LA 
EVENTUAL EXISTENCIA DE INDICIOS QUE ENTRAÑEN EL RIESGO DE VULNERAR LA 
SEGURIDAD NACIONAL.

El párrafo octavo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece el derecho de los sentenciados a compurgar la pena de prisión impuesta en el centro 
penitenciario más cercano a su domicilio, a efecto de propiciar su reintegración a la comunidad 
como forma de reinserción social; sin embargo, también dispone que el ejercicio de ese derecho 
está restringido cuando los reos requieren medidas de seguridad, o en casos de delincuencia 
organizada. Ahora bien, si el reo quejoso reclamó en amparo la autorización de su traslado a un 
centro penitenciario distinto del que inicialmente guardaba su reclusión, y se le concedió la 
protección constitucional para el efecto de que sea un Juez de ejecución quien decida si ha lugar 
o no su devolución al centro de reclusión donde originalmente se encontraba, esa circunstancia 
no vulnera el derecho citado, pues su ejercicio debe limitarse si el órgano de control 
constitucional consideró que subsistían datos que indiciariamente permitían considerar que el 
eventual efecto restitutorio de amparo de ordenar la devolución del quejoso al centro de reclusión 
de origen, entraña riesgos que pudieran vulnerar la seguridad nacional, ya que, ante esas 
condiciones, es la autoridad con jurisdicción y competencia para tal efecto quien debe ponderar 
esas particularidades. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
SEGUNDO CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación.
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Amparo en revisión 97/2014. 10 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: F. Guillermo 
Baltazar Alvear. Secretario: Guillermo Salazar Trejo.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2006650

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Libro 7, Junio de 2014, Tomo II Materia(s): Penal
Tesis: IX.1o.5 P (10a.)

Página: 1939

TRASLADO DE INTERNOS QUE PURGAN PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD A OTRO 
CENTRO PENITENCIARIO. LAS CAUSAS QUE LO MOTIVAN, ESTABLECIDAS EN LA 
ORDEN CORRESPONDIENTE, PUEDEN ACREDITARSE INDICIARIAMENTE.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 19/2012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, 
Tomo 1, octubre de 2012, página 14, de rubro: "DERECHO HUMANO DEL SENTENCIADO A 
PURGAR LA PENA DE PRISIÓN EN EL CENTRO PENITENCIARIO MÁS CERCANO A SU 
DOMICILIO. SU ALCANCE.", estableció que las personas sentenciadas a purgar una pena 
privativa de libertad, tienen derecho a ser internadas en el centro penitenciario más cercano a su 
domicilio; sin embargo, este derecho no es absoluto y puede quedar sujeto a los casos y 
condiciones que establezca el legislador secundario, federal o local, con independencia de los 
asuntos de delincuencia organizada. Además, las restricciones a ese derecho pueden obedecer 
a circunstancias legalmente establecidas, como se indica expresamente en la jurisprudencia, 
pero también a motivos fácticos, imprevistos o ajenos al actuar de las autoridades encargadas de 
ejecutar las sentencias privativas de libertad, ya sea por las condiciones personales del propio 
interno, o bien, por causas externas, por ejemplo, el sobrecupo en un centro de internamiento, el 
deterioro físico del inmueble, la insuficiencia de custodios, etcétera. En esas situaciones de 
excepción, la autoridad encargada de la ejecución de la pena de prisión puede autorizar el 
traslado de los internos mediante mandamiento escrito en el que se cumplan las exigencias 
formales señaladas en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es decir, fundando y motivando debidamente su actuar, debiendo tenerse en cuenta, 
al examinar la legalidad de dicha orden, la imposibilidad o dificultad de obtener pruebas directas, 
contundentes e incuestionables sobre las circunstancias personales del sentenciado, o de 
diversas situaciones que motivaron su traslado a otro centro de reclusión, y que esas cuestiones 
pueden acreditarse indiciariamente. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. 
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Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación.
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Queja 11/2014. 5 de marzo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: José Merced Pérez 
Rodríguez. Secretaria: Cyntia Montes de Oca Miranda.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2006625

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Libro 7, Junio de 2014, Tomo II Materia(s): Común, Penal
Tesis: II.3o.P.35 P (10a.)

Página: 1667

DEMANDA DE AMPARO CONTRA LA NEGATIVA DE TRASLADAR A UN SENTENCIADO A 
UN CENTRO PENITENCIARIO DISTINTO DE AQUEL EN QUE SE ENCUENTRA RECLUIDO. 
AL TRATARSE DE UN ACTO COMPRENDIDO DENTRO DE LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE 
SENTENCIA, EL PLAZO PARA PROMOVERLA DEBE SUJETARSE AL GENÉRICO DE 
QUINCE DÍAS.

Con la reforma a los artículos 18 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 que entró en 
vigor el 19 de junio de 2011, se introdujo el modelo penitenciario de reinserción social y 
judicialización del régimen, modificación y duración de las penas, conforme al cual, se reconoce 
el derecho humano del sentenciado por delitos distintos a los de delincuencia organizada y que 
no requieren medidas especiales de seguridad, a purgar la pena de prisión en el centro 
penitenciario más cercano a su domicilio; generando como cambio sustancial, que la supervisión 
de los medios utilizados para lograr la reinserción del sentenciado y de los eventos acontecidos 
durante el cumplimiento de las sentencias, corresponda a los Jueces de ejecución en materia 
penal, ya sea en el ámbito local o federal. Por su parte, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha establecido que la libertad personal puede verse afectada indirectamente 
con actos que determinen la permanencia del gobernado en su situación de privación de libertad 
o modifiquen las condiciones en que ésta deba ejecutarse. Luego, cuando un sentenciado solicita 
su traslado a un centro de reclusión distinto de aquel en que se encuentre compurgando la pena 
de prisión impuesta en sentencia condenatoria ejecutoriada, y éste es negado por la autoridad 
competente, tal negativa, aun cuando afecta indirectamente su libertad personal, por obligarlo a 
mantenerse en esa situación, impidiendo modificar las condiciones en que deberá seguir 
compurgando la pena impuesta hasta su extinción, por tratarse de un acto comprendido dentro 
de la etapa de ejecución de sentencia, esto es, dentro de un procedimiento penal instaurado en 
su contra que concluyó con sentencia condenatoria en la que se impuso pena privativa de 
libertad, la demanda de amparo en su contra debe sujetarse al término genérico de quince días, 
previsto en el primer párrafo del numeral 17 de la Ley de Amparo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación.
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Amparo en revisión 151/2011. 12 de enero de 2012. Mayoría de diez votos. Disidente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Adriana Cecilia 
Saulés Pérez, Arnoldo Castellanos Morfín y Jaime Núñez Sandoval. 

Amparo en revisión 197/2011. 12 de enero de 2012. Mayoría de nueve votos. Ausente: Margarita 

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2001894

Instancia: Pleno Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 1 Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: P./J. 19/2012 (10a.)

Página: 14

DERECHO HUMANO DEL SENTENCIADO A PURGAR LA PENA DE PRISIÓN EN EL 
CENTRO PENITENCIARIO MÁS CERCANO A SU DOMICILIO. SU ALCANCE.

Mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 18 de junio de 2008, que 
entró en vigor el 19 de junio de 2011, en el párrafo octavo del artículo 18 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció el derecho humano del sentenciado por 
delitos distintos a los de delincuencia organizada y que no requieren medidas especiales de 
seguridad, a purgar la pena de prisión en el centro penitenciario más cercano a su domicilio, a fin 
de propiciar su reintegración a la comunidad como forma de reinserción social; ello, porque la 
palabra "podrán" que el Constituyente utiliza para denotar su contenido, está dirigida a los 
sentenciados y no a las autoridades legislativas o administrativas, habida cuenta de que el 
ejercicio de tal derecho representa un acto volitivo del sentenciado que puede manifestarlo en 
una petición concreta para ser trasladado al centro penitenciario más cercano a su domicilio, 
pues sólo así, en atención a la cercanía con su comunidad puede alcanzar con mayor eficacia el 
objetivo constitucional de la reinserción social. Por otra parte, el hecho de que en el referido 
precepto constitucional se disponga que el derecho en cuestión queda sujeto a los casos y las 
condiciones que establezca el legislador secundario, federal o local, refleja únicamente que se 
trata de un derecho limitado y restringido, y no de uno incondicional o absoluto; de ahí que el 
legislador secundario goza de la más amplia libertad de configuración de las disposiciones 
relacionadas con la determinación de los requisitos y las condiciones que el sentenciado debe 
cumplir para alcanzar y disfrutar de dicho beneficio, con tal de que sean idóneos, necesarios y 
proporcionales en relación con el fin que persiguen, ya que sólo así se evita cualquier pretensión 
del legislador ordinario de hacer nugatorio un derecho constitucionalmente reconocido; por lo que 
si la ley no establece en qué casos y con qué condiciones los sentenciados pueden purgar sus 
penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, ello no obstaculiza el goce de 
dicho beneficio, si se encuentran ubicados en ese supuesto constitucional, puesto que lo 
contrario implicaría que el derecho humano en comento y, en consecuencia, el propio mandato 
del Constituyente Permanente, quedaran sujetos a un acto de voluntad de uno de los Poderes 
derivados del Estado. 
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Beatriz Luna Ramos. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretarios: Adriana Cecilia Saulés Pérez, Arnoldo Castellanos Morfín y 
Jaime Núñez Sandoval. 

Amparo en revisión 199/2011. 12 de enero de 2012. Mayoría de nueve votos. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretarios: Adriana Cecilia Saulés Pérez, Arnoldo Castellanos Morfín y Jaime 
Núñez Sandoval. 

Amparo en revisión 205/2011. 12 de enero de 2012. Mayoría de nueve votos. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretarios: Adriana Cecilia Saulés Pérez, Arnoldo Castellanos Morfín y Jaime 
Núñez Sandoval. 

Amparo en revisión 198/2011. 12 de enero de 2012. Mayoría de nueve votos. Disidente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Adriana Cecilia Saulés Pérez, 
Arnoldo Castellanos Morfín y Jaime Núñez Sandoval. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada de primero de octubre en curso, aprobó, con el número 
19/2012 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a primero de 
octubre de dos mil doce.
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